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Observaciones del Ararteko con motivo de la tramitación parlamentaria del 

proyecto de ley de segunda reforma de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, 

para la Igualdad de Mujeres y Hombres 
 

 

1. Objeto y límites de la aportación del Ararteko 

 

La institución del Ararteko agradece la invitación cursada por la Comisión de Derechos 

Humanos, Igualdad y Justicia del Parlamento Vasco para emitir su posición respecto al 

proyecto de ley de segunda reforma de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la 

Igualdad de Mujeres y Hombres. 

 

En primer lugar, quiero advertir, como lo he hecho también en situaciones análogas 

precedentes, que –en aras de preservar la plena competencia y capacidad de control de 

las actuaciones administrativas que la Ley 3/1985, de creación y regulación del 

Ararteko, asigna a esta institución– no le corresponde informar en procedimientos de 

tramitación de proyectos de ley, sometidos al debate democrático dentro del poder 

legislativo, ni emitir apreciaciones que pudieran prejuzgar posiciones futuras sobre 

aspectos del proyecto en curso, cuya aplicación podrá ulteriormente fiscalizar. 

 

Dicho esto, sí tiene cabida, en cambio, dentro del normal funcionamiento institucional, 

que el Ararteko pueda recordar, con motivo de la tramitación de este proyecto de ley, 

cuáles han sido las posiciones y la doctrina que esta institución ha sentado en la materia 

objeto de reforma legal, así como, en general, cuáles son los estándares que en materia 

de derechos de las personas deben ser tenidos en cuenta con motivo del procedimiento 

de reforma legal en curso. 

 

Ese es precisamente el cometido de este escrito, cuyo objeto se limitará, en 

consecuencia, a recoger de manera sintética las posiciones más relevantes adoptadas 

por esta institución –según se han destacado en los últimos años en diferentes 

instrumentos (resoluciones, así como informes anuales o de otra índole)– por lo que 

concierne a algunas de las materias y temas sobre los que recae este proyecto de ley. 

 

 

2. La reforma de la Ley de Igualdad de Mujeres y Hombres: una demanda compartida 

 

Cabe señalar así, en primer lugar, que la reforma de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, de 

Igualdad de Mujeres y Hombres planteada por el proyecto del Gobierno Vasco da 

respuesta a una demanda de actualización del marco jurídico vasco en materia de 

igualdad, ampliamente compartida por muchos sectores sociales y reiterada también en 

distintas ocasiones por esta institución, en especial por lo que afecta a la regulación 

legal necesaria para reforzar y mejorar la prevención y la atención que prestan las 

administraciones vascas ante la violencia machista que sufren las mujeres. 

 

¿Por qué es necesaria en 2021 la actualización del marco legal vasco en materia de 

igualdad implantado en 2005? 
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Como viene señalando esta institución en los últimos informes anuales, desde el año 

2005 en que se promulgó la ley que ahora se pretende reformar, además de los 

significativos cambios sociales y de conciencia ciudadana respecto a la importancia de 

reforzar las políticas de igualdad de mujeres y hombres para lograr una sociedad real y 

efectivamente igualitaria, ha habido también importantes novedades jurídicas en el 

ámbito internacional y estatal, que han sentado nuevos estándares de protección más 

exigentes, cuyo cumplimiento efectivo por parte de las administraciones vascas obliga, 

a juicio de esta institución, a una intervención específica del legislador vasco. Ello afecta 

singularmente a la violencia machista y al abordaje necesario de esta materia dentro de 

una ley vasca de igualdad. Dicho abordaje es la principal novedad de la reforma en curso 

y, por esa razón, a falta de una indicación más precisa sobre los aspectos que podrían 

interesar a esa Comisión, en estas observaciones nos centraremos en este concreto 

ámbito, sin perjuicio de ulteriores observaciones sobre otras cuestiones que pudieran 

requerirse de esta institución. 

 

Sería deseable, además, que la culminación del procedimiento legislativo orientado a 

este fin permitiera también asegurar una nueva cobertura legal coherente con estos 

nuevos estándares de protección para dar cauce también a la necesaria renovación del 

compromiso de todas las instituciones firmantes del acuerdo interinstitucional para la 

coordinación en materia de violencia contra las mujeres, actualmente vigente en 

Euskadi, con vistas a adaptarlo al nuevo marco jurídico europeo, estatal y autonómico, 

así como a los nuevos requerimientos sociales, y dotarlo de unas bases más sólidas en 

favor de la indispensable coordinación institucional contra la violencia machista. 

 

 

3. El Convenio de Estambul y el Pacto de Estado contra la violencia de género 

 

En primer lugar resulta esencial referirse al Convenio de Estambul y a las implicaciones 

que este instrumento internacional tiene para sentar nuevos estándares en lo que 

respecta a la atención a las mujeres que sufren violencia machista. El Convenio del 

Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la 

violencia doméstica, (firmado en Estambul en 2011 y conocido por ello como Convenio 

de Estambul), ratificado por España en 2014, estableció una serie de líneas de acción 

que todos los Estados deben abordar en este ámbito. 

 

Así mismo, debe mencionarse el impacto del llamado pacto de Estado contra la violencia 

de género, acordado el 21 de septiembre de 2017 en las Cortes Generales, que logró un 

hito importante en la lucha para avanzar en la eliminación de la violencia contra las 

mujeres. Dicho acuerdo, que concitó un amplio consenso político, se orientaba a 

comprometer más activamente a todos los poderes públicos del Estado en la lucha 

contra cualquier forma de violencia que sufran las mujeres por el hecho de ser mujeres, 

y sentó las bases para avanzar mediante medidas reclamadas por diversos sectores, en 

consonancia también con las estipulaciones del Convenio de Estambul. Los ejes de este 

pacto giran en torno a cuestiones tan necesarias como la sensibilización y la prevención; 

la mejora de la respuesta institucional; el perfeccionamiento de la asistencia de las 

víctimas; la protección de los menores, niños y niñas que también son víctimas directas 

https://www.boe.es/boe/dias/2014/06/06/pdfs/BOE-A-2014-5947.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/06/06/pdfs/BOE-A-2014-5947.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2014/06/06/pdfs/BOE-A-2014-5947.pdf
http://www.violenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/pactoEstado/docs/Documento_refundido_PEVG_.pdf
http://www.violenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/pactoEstado/docs/Documento_refundido_PEVG_.pdf


 
 

 

 

3 

de esta clase de violencia; el impulso de la formación de los agentes implicados; la 

mejora del conocimiento de este fenómeno por parte de la sociedad; la atención a otras 

formas de violencia contra las mujeres; y el compromiso económico firme para avanzar 

de manera efectiva en estos objetivos. 

 

 Concepto ampliado de víctimas, como presupuesto para el acceso a prestaciones y 

recursos 

 

El concepto de víctimas que se deriva del Convenio de Estambul (que el Pacto de Estado 

también pretende secundar) se amplía a otros delitos, más allá del delito de violencia de 

género tipificado en el Código Penal mediante la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 

diciembre, sobre Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, en los 

que las mujeres resultan víctimas de distintas clases de violencia machista, por el mero 

hecho de ser mujeres (trata, agresiones sexuales, matrimonios forzosos, etc.). Se trata, 

en consecuencia, de un parámetro jurídico imprescindible a la hora de abordar cualquier 

medida de protección dirigida a estos colectivos de mujeres, que el Parlamento Vasco 

no puede desconocer en la tramitación de este proyecto de ley, pues debe establecer el 

marco necesario para extender también a esta clase de víctimas las distintas 

herramientas de atención y protección que se ofrecen desde las administraciones 

vascas, incluidas las ayudas económicas, los recursos, prestaciones de distinta índole 

(servicios sociales, servicios especializados, vivienda) y otras medidas de acción 

positiva. 

 

Además, Convenio de Estambul exige en su artículo 18.3 “no supeditar la protección de 

las víctimas de violencia de género al ejercicio por parte de aquéllas de acciones legales 

ni a la declaración contra el autor”. Se deriva de esta disposición un mandato de facilitar 

también a las víctimas que no denuncian (y a sus hijos e hijas) toda la protección y 

atención que puedan necesitar, sin que la falta de denuncia pueda comportar –respecto 

a las mujeres que sí denuncian– un menoscabo de su derecho a acceder a las 

prestaciones y recursos destinados a las mujeres que sufren violencia machista.  

 

Ambas cuestiones configuran significativamente los desafíos para un marco regulador 

vasco que dé cobertura legal a la protección integral de todas las víctimas. 

 

 Acreditación de la condición de víctima de manera unificada 

 

Ello apela también a la necesidad de homologar en Euskadi las formas de acreditación de 

la condición de víctima de violencia machista (en el sentido amplio planteado por el 

mencionado convenio) para el acceso a las prestaciones y recursos que se ofrecen en la 

CAPV, una cuestión que esta institución ha detectado en distintas ocasiones como un 

verdadero problema u obstáculo para el acceso de las mujeres a distintas prestaciones y 

recursos. 

 

Con la aprobación del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes 

para el desarrollo del pacto de Estado contra la violencia de género, se impulsaron 

algunas de las medidas aprobadas en 2017 con motivo de dicho pacto, que impactaron 

en distintos ámbitos. Entre ellas, cabe destacar, por lo que concierne al acceso a las 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2004/BOE-A-2004-21760-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2004/BOE-A-2004-21760-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-11135
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-11135
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prestaciones públicas de las mujeres víctimas, el tema de la concreción de los títulos 

judiciales y la ampliación de los mecanismos de acreditación de las víctimas de esta 

clase de violencia, que a partir de la modificación del artículo 23 de la Ley Orgánica 

1/2004, de 28 de diciembre, sobre Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género, podrá llevarse a cabo no solo mediante sentencia judicial condenatoria, orden 

de protección o cualquier otra medida cautelar resuelta judicialmente, así como por el 

informe del Ministerio Fiscal, sino también mediante informe de los servicios sociales, 

servicios especializados, o de los servicios de acogida destinados a las víctimas de 

violencia de género, e incluso por otros títulos previstos en la normativa sectorial que 

regulen el acceso a derechos o recursos. 

 

Una cuestión esencial que debe abordarse de manera unificada en toda Euskadi es el 

modo en que se va a dar cumplimiento a este mandato, que determina el acceso a los 

recursos y prestaciones sociales vascas, en calidad de víctima de violencia machista. 

Este proyecto de ley vasca de igualdad puede servir también para sentar las bases 

legales y los criterios, siquiera con carácter general, que sirvan para articular las 

herramientas concretas que desarrollen dicha acreditación futura de la condición de 

víctima. 

 

 Acciones positivas para la protección de las mujeres víctimas de violencia machista y 

sus hijos e hijas 

 

Por lo que respecta a las acciones positivas, se estima prioritario que, con la finalidad de 

dar cumplimiento al Convenio de Estambul, se prevean más acciones positivas 

orientadas a la protección efectiva de las mujeres víctimas, y sus hijas e hijos. El 

Ararteko ha sugerido, por ejemplo, en diversas resoluciones relativas a la prestación de 

la renta de garantía de ingresos (RGI), que en la valoración del cumplimiento del 

requisito de hacer valer derechos de contenido económico se estime el riesgo que puede 

conllevar la demanda de ejecución de la pensión de alimentos impagada, así como la 

demanda de disolución de la sociedad de gananciales o del bien inmueble del que ambas 

partes son copropietarias, por las circunstancias excepcionales en las que se encuentran 

estas mujeres, cuyas actuaciones de reclamación judiciales podrían poner en riesgo su 

integridad. Este obstáculo insalvable para muchas mujeres está dificultando el acceso de 

las mujeres víctimas de violencia machista a una protección básica, como es la RGI. 

 

Igualmente en el ámbito de la vivienda, como también ha señalado esta institución, 

resulta esencial ahondar en las medidas de acción positiva que aseguren a las mujeres y 

a sus hijos e hijas una respuesta rápida, eficaz y adecuada para hacer frente a los 

abruptos cambios vitales que la salida de las situaciones de violencia de género pueda 

exigirles. 

 

A ese respecto, el Ararteko ha dictado en 2020 dos recomendaciones que merecen ser 

reseñadas en este contexto, por cuanto inciden en el ámbito de esta reforma legal: 

 

Se trata, por un lado, de la Resolución del Ararteko, de 10 de enero de 2020, por la que 

recomienda al Departamento de Empleo y Políticas Sociales que tome en consideración 

la situación de violencia machista que sufren las mujeres en la interpretación del 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2004/BOE-A-2004-21760-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2004/BOE-A-2004-21760-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2004/BOE-A-2004-21760-consolidado.pdf
https://www.ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/0_4929_3.pdf
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requisito y obligación de hacer valer un derecho de contenido económico para ser 

titulares de la renta de garantía de ingresos, y prevea las medidas de coordinación 

necesarias con los servicios sociales. 

 

En cuanto al mencionado acceso a la vivienda, debe destacarse la Resolución del 

Ararteko de 29 de junio de 2020. En ella el Ararteko recomienda al Departamento de 

Medio Ambiente, Planificación Territorial y Vivienda del Gobierno Vasco la revisión de la 

denegación de una solicitud de inscripción en el Registro de Solicitantes de Vivienda 

Protegida “Etxebide”, tras haberse acreditado mediante sentencia judicial una situación 

de violencia de género y la imposibilidad de residir en la vivienda familiar con su agresor. 

El Ararteko defiende la aplicación prioritaria de lo dispuesto en el Convenio de Estambul 

respecto a normas procedimentales internas, y considera que ello debería haberse 

traducido, precisamente, en que la administración actuante en materia de vivienda 

primara la existencia misma de una orden de protección, así como la toma en 

consideración del quebrantamiento denunciado por la víctima sobre lo dispuesto en un 

convenio regulador del divorcio de su agresor, a la hora de configurar y dar por cumplida 

la acreditación del requisito de necesidad de vivienda de la interesada, para poder 

efectuar así su inscripción en el Registro de Solicitantes de Vivienda Protegida 

“Etxebide”. 

 

 Primer informe del Grupo de Expertos/as sobre Violencia contra las mujeres (GREVIO) 

sobre la aplicación del Convenio 

 

Merece destacarse también, por lo que al grado de eficacia en la aplicación del Convenio 

de Estambul se refiere, que en 2020 se ha emitido el primer informe de evaluación sobre 

el Estado español, elaborado por el (GREVIO) Grupo de Expertos/as sobre Violencia 

contra las Mujeres, creado por el Convenio de Estambul. Ha sido la primera vez que la 

legislación y políticas sobre violencia de género del Estado español han sido evaluadas 

de manera exhaustiva e integral por un organismo internacional. La visita que el Grupo 

de Expertos/as efectuó a España incluyó Euskadi, de modo que sus contenidos resultan 

relevantes a la hora de abordar cuál debe ser el marco legal vasco para la atención de 

las mujeres y sus hijos e hijas frente a la violencia machista. El informe hace una 

evaluación muy positiva del sistema de protección frente a la violencia de género en la 

pareja, por su enfoque de género centrado en la víctima y por la cooperación entre 

distintos actores e instituciones que prevé. Sin embargo, respecto a la violencia contra 

las mujeres ejercida fuera del ámbito de la pareja, el Grupo constata un grado de 

aplicación del Convenio muy variable en función de cada Comunidad Autónoma. 

 

En general –ello concierne también a la CAPV-, se constata que hay pocos servicios 

específicos para víctimas de agresión sexual o violación, y aún menos para víctimas de 

matrimonios forzosos, mutilación genital, esterilización o aborto forzoso. 

 

El Grupo de Expertos/as señala una serie de áreas prioritarias con vistas al cumplimiento 

pleno del Convenio de Estambul: 

 

 poner el foco en mujeres expuestas a discriminación interseccional; 

 incrementar la formación de las personas profesionales implicadas; 

https://www.ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/0_4998_3.pdf
https://www.ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/0_4998_3.pdf
https://rm.coe.int/grevio-s-report-on-spain/1680a08a9f
https://www.coe.int/en/web/istanbul-convention/grevio
https://www.coe.int/en/web/istanbul-convention/grevio
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2014-5947
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 mejorar los servicios de apoyo, para incluir formas de violencia contra las mujeres 

diferentes de la sufrida en la pareja; 

 mejorar la seguridad de las víctimas, mediante un mejor cumplimiento de las órdenes 

de protección; 

 establecer mecanismos de subvención, que permitan a las ONG de mujeres participar 

activamente en la provisión de servicios de apoyo. 

 

Todas estas áreas de mejora deben ser consideradas, en opinión de esta institución, 

como elementos estratégicos clave, en la reforma legal en curso, para reforzar el 

sistema de prevención y atención a las mujeres, y a sus hijos e hijas, frente a la 

violencia machista y ofrecer en Euskadi una respuesta institucional alineada con las 

exigencias derivadas de estos estándares internacionales. 

 

 

4. La lucha contra la violencia y el acoso como prioridad en la nueva estrategia de 

igualdad de género de la UE (2020-2025) 

 

También la nueva estrategia de igualdad de género de la UE (2020-2025) plantea 

abordar el objetivo esencial de poner fin a la violencia contra las mujeres, estableciendo 

para ello como prioridad la de asegurar el cumplimiento de los objetivos del Convenio de 

Estambul. Igualmente, debe destacarse la prioridad de la UE de afianzar la lucha contra 

la violencia y el acoso sexual en el ámbito laboral, para lo cual la Comisión seguirá 

animando a los Estados miembros a ratificar el Convenio de la Organización 

Internacional del Trabajo relativo a la lucha contra la violencia y el acoso en el mundo 

del trabajo, a aplicar las normas vigentes de la UE sobre la protección de las 

trabajadoras y los trabajadores ante el acoso sexual, y a sensibilizar a la población 

respecto de ellas. Esta es una prioridad que, a juicio de esta institución, debe también 

ser considerada dentro del proyecto de ley que ese Parlamento está tramitando. 

 

 

5. Asegurar la formación en igualdad y en atención a la violencia machista como 

presupuesto necesario para una respuesta institucional con perspectiva de género 

 

Una cuestión que preocupa especialmente a esta institución, a la luz de las quejas 

recibidas en los últimos años, es la de cómo asegurar la perspectiva de género de los 

servicios públicos en la atención a mujeres que relatan situaciones de violencia de 

género. Concretamente, resulta fundamental asegurar esa perspectiva de género, con 

carácter general, en el funcionamiento de los servicios sociales de base de los 

ayuntamientos, en la sanidad, la educación, los servicios especializados, empleo, 

vivienda, etc., y en particular, en lo que respecta a la prevención, detección y abordaje 

de la violencia de género, en la atención general que prestan estos servicios a las 

mujeres que acuden buscando asistencia de diversa índole. 

 

Es importante asegurar que la respuesta institucional a través de los distintos servicios 

garantice que cualquier mujer en la que se detecten indicios de que haya podido sufrir 

violencia machista tenga al menos la oportunidad de ser informada sobre los servicios 

especializados existentes, así como de ser adecuadamente orientada o derivada para, en 

https://rm.coe.int/CoERMPublicCommonSearchServices/DisplayDCTMContent?documentId=0900001680462543
https://rm.coe.int/CoERMPublicCommonSearchServices/DisplayDCTMContent?documentId=0900001680462543
https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:3999810
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su caso, poder acceder a ellos. Las administraciones vascas deben asegurar que esta 

perspectiva no se pierda en la atención que ofrecen a la ciudadanía. 

 

Pues bien, a la luz de distintas quejas recibidas en los últimos años relacionadas con 

esta cuestión, el Ararteko estima que este proyecto de ley debería incorporar 

herramientas eficaces para garantizar la mencionada perspectiva de género en la 

atención a las mujeres. 

 

 Asegurando la formación en igualdad de todo el personal al servicio de las 

administraciones vascas. 

 Asegurando la capacidad de prevención y detección de posibles situaciones de 

violencia de género que puedan estar sufriendo las usuarias de dichos servicios y sus 

hijos e hijas. 

 Asegurando la orientación e información adecuada a las mujeres que, en el curso de 

su atención por los distintos servicios manifiesten ser víctimas de violencia de género 

o respecto a las que puedan existir indicios de que lo sean, sobre los derechos que 

les asisten, y/o la derivación, en su caso, a los servicios especializados que puedan 

ofrecerles la debida atención. 

 

 

6. Protección de la infancia expuesta a la violencia de género: niños y niñas víctimas 

de violencia de género 

 

A partir de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a 

la infancia y a la adolescencia se reconoce legalmente que los niños y niñas expuestos a 

la violencia de género son víctimas (sin necesidad de adjetivos complementarios) de esa 

violencia y deben ser, en consecuencia, beneficiarios plenos de la atención y protección 

que a estas se brinda. 

 

Para esta institución resulta indispensable que esa consideración se integre plenamente, 

con todas sus consecuencias, en la reforma legal en curso. Ello comporta la 

consideración de los hijos e hijas expuestos a la violencia de género como víctimas 

directas, así como el reconocimiento de prestaciones y recursos para su protección y la 

atención específica a los hijos e hijas huérfanos por causa de esa violencia machista. 

 

En ese sentido, el Ararteko ha tenido ocasión también de comprobar la ausencia de 

apoyos a estos niños y niñas huérfanos. Si bien son reconocidos como víctimas directas 

de la violencia de género, no se han desarrollado aún suficientemente las medidas que 

materialicen el apoyo que como tales víctimas merecen. En 2019 se mejoraron las 

pensiones de orfandad de las que son beneficiarios y, ciertamente, esta institución 

también ha podido apreciar la respuesta adecuada ofrecida por los servicios sociales en 

lo relativo a la atención psicológica. No obstante, otros ámbitos, como el tributario y el 

de las ayudas de apoyo a las familias, no contemplan, ni siquiera con carácter 

excepcional, esta circunstancia y las dificultades que se generan a las familias que se 

hacen cargo de estos niños y niñas. Con estas situaciones se evidencia la necesidad de 

una cobertura legal que recoja las previsiones necesarias para hacer posible una 

atención suficiente y adecuada de esta realidad. 
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La protección de los menores, hijas e hijos de las mujeres víctimas de violencia de 

género ha quedado también fortalecida, mediante la reforma del artículo 156 del Código 

Civil, al desvincularse la intervención psicológica con menores expuestos a violencia de 

género del ejercicio de la patria potestad, de tal modo que la mencionada atención 

psicológica a estos menores no requiera el permiso del progenitor agresor. Esta previsión 

puede también condicionar el marco legal para articular los servicios vascos de atención 

a estos niños y niñas. 

 

Finalmente, en el ámbito de la infancia, deben destacarse las pautas que el Ararteko ha 

venido recordando, que, a la luz de los principios de la Convención sobre los Derechos 

del Niño, deben tenerse en cuenta para mejorar tanto la prevención como la detección e 

intervención con estos niños y niñas que sufren violencia de género. Dichas pautas o 

principios deberían también informar la reforma legal en curso: 

 

 Incorporar la voz de todos los niños y niñas (también de los menores de 12 años) en 

todos los ámbitos y momentos de la intervención, desde el establecimiento de sus 

necesidades hasta la consideración de sus preferencias. En el ámbito sanitario –

pediatras–, en el policial –denuncia–, en el judicial –medidas, PEF, etc. –, en el de 

servicios sociales, en la escuela, etc. 

 Formar a las personas profesionales que se encuentran en contacto con la infancia y 

la adolescencia en los ámbitos en que habitualmente transcurren sus vidas (escuela, 

pediatras, etc.) para “aprender a ver” y detectar mejor los efectos de la violencia 

ejercida sobre ellos y ellas. 

 Mejorar los canales de información y comunicación entre profesionales y sistemas 

públicos (cuerpos de seguridad, escuela, servicios sociales de infancia, servicios 

sociales de mujer, fiscalía…). 

 Seguir avanzando en una justicia más amigable con la infancia, en línea con las 

directrices europeas y en el marco que ofrece el desarrollo de la Ley del Estatuto de 

la Víctima del Delito. 

 Propuestas de intervención compartidas por los servicios sociales de atención a la 

mujer y los de atención a la infancia en desprotección, como máximo exponente del 

trabajo colaborativo y/o coordinado entre servicios, habitualmente de la misma 

institución. 

 Compartir criterios, sólidamente sustentados en Derecho, para la toma de decisiones 

en situaciones de conflicto de derechos (derechos de los progenitores vs. derechos 

del niño/niña en casos en los que no existe sentencia judicial, incluso sin denuncia y 

manteniendo la convivencia). 

 Recoger y sistematizar datos e indicadores para cuantificar con rigor la realidad sobre 

el número de niños, niñas y adolescentes, víctimas de violencia machista. 

 Garantizar la intervención terapéutica que preste apoyo psicológico y permita el 

restablecimiento del daño causado por la exposición a la violencia en cada niño, niña 

y adolescente. 

 Incrementar los programas preventivos con niños, niñas y adolescentes, 

especialmente los relacionados con la educación afectivo-sexual y el buen trato en las 

relaciones. 

 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1889/BOE-A-1889-4763-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/1889/BOE-A-1889-4763-consolidado.pdf
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7. ¿Cuáles son, en suma, los principales desafíos que, a juicio de esta institución, 

deben abordarse por esta nueva legislación? 

 

De acuerdo con los estándares y las observaciones indicadas, esta reforma debería 

orientarse a asegurar e intensificar una estructura organizativa y una óptima 

coordinación entre distintas administraciones y servicios para una efectiva atención, 

apoyo y protección de las víctimas en los ámbitos propios de intervención de nuestras 

administraciones públicas. 

 

Así, esta institución considera que este proyecto de ley debe dar una respuesta 

orientada a ampliar el sistema de atención a las víctimas de todas las formas de 

violencia machista, incluyendo en este concepto, además de a las víctimas de la 

violencia ejercida por pareja o ex pareja o intrafamiliar y de la violencia sexual, a las 

víctimas de trata con fines de explotación sexual. 

 

La futura ley debe dotar también de mayor protección a los hijos e hijas menores y otras 

personas dependientes que convivan con un entorno de violencia machista, a quienes 

debe considerar expresamente víctimas y supervivientes de la violencia machista. En esa 

línea resulta indispensable establecer un marco de protección específico para los hijos e 

hijas huérfanos como consecuencia de la violencia machista, reconociendo el derecho de 

reparación de las víctimas. 

 

El proyecto de ley debe asegurar la formación obligatoria y permanente, en materia de 

igualdad, para todo el personal de las administraciones públicas, en especial, para el 

personal implicado en la respuesta frente a la violencia machista contra mujeres. 

 

Este nuevo marco legal debería contener un mandato para que las administraciones 

vascas garanticen ayudas económicas y acciones positivas a las víctimas de violencia 

machista, acceso a recursos que aseguren su autonomía vital, en especial con medidas 

para el empleo. 

 

Finalmente, esta reforma debe servir como oportunidad para establecer mecanismos que 

aseguren la eficacia en la detección temprana de la violencia machista en los ámbitos 

educativo, sanitario, policial, judicial, laboral y social. 

 

 

24 de marzo de 2021 


